
229

Crónica Parlamentaria

La participación del Parlamento Andaluz
en la designación de magistrados del

Tribunal Constitucional

Entre las diferentes aportaciones valiosas de la reciente reforma del Estatu-
to de Autonomía debe destacarse, a los efectos de la presente crónica, la de ha-
ber profundizado e intensificado las relaciones de la Comunidad Autónoma con
el Estado, dedicándole a este asunto buena parte de su Título IX (“Relaciones
institucionales de la Comunidad Autónoma”). Y más concretamente, por lo que
a nosotros ahora concierne, conviene apuntar el reconocimiento por parte del
nuevo Estatuto de cierta capacidad de participación de las instituciones autonó-
micas en relación con la composición de órganos de titularidad estatal. El
artículo 224 del Estatuto –que lleva precisamente la rúbrica “Participación en los
procesos de designación de los órganos constitucionales”– consagra esa posibi-
lidad de intervención con el siguiente alcance: “La Junta de Andalucía participa
en los procesos de designación de los órganos constitucionales en los términos
que dispongan las leyes o, en su caso, el ordenamiento parlamentario”.

Como ya apareció como evidente desde el principio, en el momento mis-
mo en que se plasmó esa eventualidad a lo largo del proceso estatuyente, una
de las principales y más relevantes concreciones de esa capacidad genérica de
participación debía ser la relativa al nombramiento de los magistrados del Tri-
bunal Constitucional, dado su papel capital en la elucidación de los problemas
competenciales y financieros que se plantean entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas o que se generan en las relaciones intercomunitarias. Pues
bien, la presencia de las Comunidades Autónomas en el proceso de designa-
ción de los magistrados del Tribunal Constitucional sólo ha terminado por
abrirse paso tras sortear un piélago de dificultades; dificultades que, debe aña-
dirse de inmediato, se han exacerbado en el caso de nuestra Comunidad Au-
tónoma. Pero vayamos por partes y ordenadamente. En primer término exa-
minaremos, siquiera someramente, las complicaciones que, para su implanta-
ción, han debido sortearse al nivel del Estado en su conjunto; y, más adelante,
abordaremos los obstáculos o inconvenientes que se han erigido en el marco
de nuestras instituciones autonómicas.
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Por lo que hace a las dificultades de alcance general, hay que comenzar
señalando que el artículo 159.1 de la Constitución no prevé de forma expresa
ninguna fórmula de participación de las Comunidades Autónomas en la elec-
ción de los miembros del Alto Tribunal, ya que son el Consejo General del Po-
der Judicial, el Gobierno, y las Cortes Generales quienes están llamados a pro-
ceder a su designación. Sólo, pues, indirectamente a través del Senado las Co-
munidades Autónomas han tenido hasta la fecha alguna presencia en este ám-
bito; presencia en cualquier caso muy imperfecta, dada la defectuosa configu-
ración constitucional de la Cámara Alta como “cámara de representación te-
rritorial”. Comoquiera que sea, lo cierto es que, a la vista del referido precep-
to constitucional, el Senado ofrecía la única vía que se podía explorar para
proporcionar a las Comunidades Autónomas una participación más significa-
tiva en la elección de los magistrados del Tribunal Constitucional.

Y esa fue, precisamente, la vía transitada por la reforma del artículo 16.1
LOTC, que dotó a los Parlamentos autonómicos de la capacidad de proponer
a la Cámara Alta candidatos a formar parte de dicho Tribunal. El reformado
art. 16.1 LOTC pasó a tener el siguiente tenor literal: “Los Magistrados pro-
puestos por el Senado serán elegidos entre los candidatos presentados por las
Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas en los términos que
determine el Reglamento de la Cámara”. Pues bien, en la medida en que el
art. 159.1 CE atribuye a dicha cámara la competencia exclusiva y absoluta pa-
ra designar cuatro magistrados, sin contemplar ningún tipo de matiz o condi-
cionante, no dejaron de alzarse voces tanto en la doctrina como en el debate
político que apuntaron la imposible acomodación del nuevo art. 16.1 LOTC
al precepto constitucional en juego. Por lo demás, no se trataba tan sólo de re-
prochar que la Constitución contempla la actuación del Senado de forma mo-
nopolística, sino de subrayar que la participación prevista de los Parlamentos
autonómicos vacía materialmente la capacidad decisoria de las Cámara Alta,
haciendo de su intervención un acto meramente formal y debido. Su incons-
titucionalidad sería, sin embargo, rechazada en la STC 49/2008.

A juicio del Tribunal Constitucional, la circunstancia de que el art. 159.1
CE regule con algún detalle el procedimiento de elección de los magistrados
no empece a que esta materia sea susceptible de ser desarrollada normativa-
mente: “Ello, sin embargo, –razona el Tribunal en el fundamento jurídico sép-
timo– no cierra las puertas de modo absoluto a que otras normas puedan de-
sarrollar una regulación constitucional que, entre otras cosas, guarda silencio
sobre el procedimiento a seguir en dicha elección. Aunque se da la paradoja
de que el art. 159.1 CE es una norma más completa que el original art. 16.1
LOTC, no existe impedimento constitucional para que la regulación constitu-
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cional sea desarrollada y concretada siguiendo los requisitos formales y mate-
riales que se derivan del texto constitucional”. Y, en efecto, proseguiría este
mismo fundamento jurídico, hay determinados condicionantes de índole ma-
terial que no pueden soslayarse al respecto. De un lado, “la concreta partici-
pación de cada órgano constitucional en dicha elección también debe inter-
pretarse a la luz de las normas constitucionales que los regulan, así como del
sistema institucional que se deriva del texto constitucional”. Y, de otra parte,
“también cabe señalar que la elección de los miembros del Tribunal Consti-
tucional no puede desvincularse de los requisitos de elegibilidad, capacidad e
independencia que se derivan de los apartados segundo cuarto y quinto del
art. 159 CE, así como del carácter parcial, pero por bloques, de la renovación
periódica de este órgano (art. 159.3 CE)”. En definitiva, todos estos factores
“deben ser tenidos en cuenta en cuanto elementos integrados en el modelo
de Tribunal Constitucional que se deriva de la norma suprema”.

Una vez sentadas estas premisas a partir de las cuales ha de desarrollarse
el juicio de constitucionalidad, la STC 49/2008 pasa a continuación a delimi-
tar el alcance exacto del precepto objeto de control. Y lo primero que subra-
ya el Alto Tribunal es el carácter abierto e indeterminado de la disposición im-
pugnada, en la medida en que se remite expresamente al Reglamento del Se-
nado. “Apertura” de la norma que no sólo afecta a la fase última de elección
definitiva de los magistrados por parte de la Cámara Alta, sino también a la fa-
se inicial de propuesta por parte de los Parlamentos autonómicos, de donde
resulta que también sus Reglamentos están llamados a desempeñar un rele-
vante papel en el proceso de designación. En cualquier caso, a nadie se le
oculta que la cuestión central a resolver desde el punto de vista de la consti-
tucionalidad del art. 16.1 LOTC reside en determinar el sentido exacto de la
exigencia de que la elección del Senado se realice “entre” los candidatos pre-
sentados por las Asambleas autonómicas. Pues bien, según sostiene el Tribu-
nal Constitucional, su alcance sólo puede concebirse en términos laxos:

“(…) la expresión «entre los candidatos» no tiene… que ser interpretada
necesariamente en un sentido que excluya cualquier posible margen de
maniobra por parte del Senado. Por un lado, porque incluso en el caso
de ser interpretada en el sentido más estricto presupone necesariamente
la existencia de diversos candidatos y, por lo tanto, una posibilidad de ele-
gir a unos y descartar a otros. Y por otro, porque los términos en que es-
tá redactada la remisión al Reglamento parlamentario no puede cerrar las
puertas a que el propio Senado pueda velar por el ejercicio constitucio-
nalmente correcto de su función si, por ejemplo, el número de candida-
tos presentados es insuficiente, si considera que los candidatos propues-
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tos no cumplen los requisitos exigidos constitucionalmente, o si la elec-
ción de algunos de los Magistrados se frustra por no alcanzarse la mayo-
ría requerida. En definitiva, tal y como está redactada la norma impug-
nada no puede dejar totalmente en manos de los Parlamentos autonómi-
cos la libre determinación de los candidatos elegibles por el Senado, sino
que remite a su Reglamento y, por lo tanto, a la propia voluntad de la Cá-
mara, la concreción del grado de participación de los Parlamentos auto-
nómicos en dicha facultad, así como el margen de intervención del Se-
nado en el proceso de elección de los Magistrados del Tribunal Constitu-
cional” (FJ 9)

Así, pues, del precepto objeto de control no se sigue necesariamente que
el Senado pierda sustancialmente su capacidad decisoria final sobre la elec-
ción. El art. 16.1 LOTC puede, en suma, interpretarse de conformidad con la
Constitución y, por lo tanto, cabe descartar la declaración de su inconstitu-
cionalidad: “Por todo ello, no puede considerarse… que el precepto impug-
nado desapodere al Senado del ejercicio material de una de sus funciones
constitucionales. Por la misma razón tampoco es posible aceptar que se pro-
duzca necesariamente una renuncia, traslado o sustitución del Senado por
parte de los Parlamentos autonómicos, o la sustracción de una facultad cons-
titucional mínima, puesto que ello implicaría desconocer que la norma im-
pugnada admite una lectura que impide considerar que el papel del Senado
sea meramente formal” (FJ 9)

Rechazada, así, la alegación de que el Senado ve menoscabada su capaci-
dad decisoria, la misma suerte corrió la tesis de que, en cualquier caso, el tex-
to constitucional contempla una participación exclusiva e ilimitada de la Cá-
mara Alta en la designación de los magistrados “[…] de la atribución consti-
tucional al Senado de la facultad de elegir a cuatro miembros del Tribunal
Constitucional no puede derivarse que la única participación autonómica po-
sible en la elección de los miembros del Tribunal sea la existencia de Senado-
res designados por los Parlamentos autonómicos o, lo que es lo mismo, que
exista una prohibición constitucional absoluta de cualquier otro mecanismo
de participación y, concretamente, de la posibilidad de presentar candidatos
a través de los Parlamentos autonómicos” (FJ 12). Pero es que, además, la nor-
ma recurrida no viene sino a reforzar la pretensión de involucrar a las Comu-
nidades Autónomas en la toma de decisiones sobre la elección de los magis-
trados del Tribunal Constitucional; pretensión de integrar la estructura terri-
torial del Estado en su composición que claramente estuvo presente a lo largo
del proceso constituyente: “Por un lado, por contemplarse en todo momento
la participación del Senado en la elección de algunos Magistrados, al mismo
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tiempo que se le define como Cámara de representación territorial. Y por
otro, por acogerse parcialmente en la fase de Ponencia del Congreso las di-
versas enmiendas que se habían presentado para introducir la perspectiva te-
rritorial en la elección de algunos de los miembros del Tribunal. Especial im-
portancia tuvo, en este sentido, la enmienda número 190, a través de la cual
se propuso la equiparación entre el Congreso y el Senado con la finalidad ex-
presa de equilibrar la representación de ambas Cámaras atendiendo a la tras-
cendencia de las decisiones del Tribunal para la estructura territorial del Es-
tado. Incierta como era, en su momento inicial, la creación del Estado de las
Autonomías y, en su caso, su estructura, el art. 159.1 CE se limitó, pues, a se-
ñalar que cuatro Magistrados serían elegidos por el Senado en tanto Cámara
de representación territorial (art. 69 CE) sin que ello implicase necesaria-
mente cerrar las puertas a otro tipo de participación autonómica en dicha
elección” (STC 49/2008, FJ 13).

Pero si no es dable oponer ningún reparo de índole constitucional a la fi-
nalidad de la norma recurrida, tampoco cabe hacerle ninguna objeción desde
el punto de vista de su intensidad y su resultado. Y ello fundamentalmente
–proseguiría su argumentación el Tribunal Constitucional– porque, como se
ha dicho, la norma impugnada no supone ningún desapoderamiento para la
Cámara Alta: “La participación autonómica introducida se limita, en efecto, a
la fase de presentación de candidatos y no implica que el Senado deje de ser
el titular de dicha facultad. La amplitud de la remisión reglamentaria conteni-
da en el precepto impugnado abre las puertas a múltiples concreciones y di-
versas intensidades de participación que, tal y como está redacto el precepto,
no impiden que el Senado pueda hacer frente a los problemas que pueden de-
rivarse de la inactividad de los Parlamentos autonómicos o de la frustración de
sus propuestas” (FJ 14). Que la Cámara Alta conserva la capacidad decisoria úl-
tima al respecto, constituye –qué duda cabe– la razón principal que conduce a
sostener la no inconstitucionalidad del precepto recurrido; y así vendría a rei-
terarlo el Alto Tribunal en la STC 49/2008 al concluir este fundamento jurí-
dico decimocuarto: “De lo expuesto cabe deducir, entre otros extremos, que
el tenor literal del art. 16.1 LOTC permite que el Reglamento del Senado pue-
da, entre otras fórmulas, prever, incluso, mecanismos que hagan posible que
sea la propia Cámara la que proponga candidatos a Magistrados del Tribunal
Constitucional en el supuesto excepcional de que el sistema de elección de di-
chos Magistrados previsto con carácter general no culmine con esta elección,
garantizando así que la Cámara Alta cumpla con su obligación constitucional”.

Hasta aquí la STC 49/2008, que, como hemos comprobado, confirma por
vía interpretativa la constitucionalidad del art. 16.1 LOTC. Una decisión que,
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en fin, ya ha sido criticada por un sector de la doctrina, que entiende –en línea
con el voto particular suscrito por los Magistrados Sres. Conde Martín de Hi-
jas, Delgado Barrio y Rodríguez Arribas– que “la interpretación que final-
mente se impone resulta… notablemente forzada; hasta el punto de redundar
en una verdadera reescritura del precepto examinado”1, toda vez que, según
la mayoría del Tribunal, el tenor literal del artículo impugnado permite que
el Reglamento del Senado prevea que sea la propia Cámara la que proponga
candidatos a Magistrados (FJ 14, in fine). Y esta interpretación del precepto
–continúa esta línea crítica con la STC 49/2008– “parece un tanto voluntaris-
ta, mientras que el contraste del enunciado de la norma con el del artículo
159.1 CE pone de manifiesto una evidente fricción entre los términos de una
y otro, toda vez que el segundo confía al Senado la propuesta de cuatro Ma-
gistrados, sin otra predeterminación que la de la mayoría necesaria”. Y si bien
es cierto que la voluntad de la Cámara no es “absoluta e ilimitada”, por cuan-
to ha de generarse –como todas las voluntades colectivas– en el curso de un
procedimiento regulado por normas, no es menos verdad que, “en virtud de
la autonomía institucional del Senado, tales normas sólo podrían ser las esta-
blecidas por el Senado mismo”. Y, en efecto –proseguiría esta argumenta-
ción–, “toda la normativa citada en el mismo fundamento jurídico 10 es, pre-
cisamente, normativa derivada del Senado (de su propio Reglamento o de
Acuerdos de su presidencia). Y tal es la cuestión: que no predeterminando el
artículo 159.1 CE el círculo de los posibles candidatos a Magistrados de desig-
nación senatorial, el Senado es libre para proponer a quienes le parezca (con
las condiciones de mérito previstas en el art. 159.2 CE)”2.

De otro lado, si en última instancia el Senado está autorizado para pro-
poner candidatos propios (FJ 14 in fine) en el caso de que no se hayan pre-
sentado por los Parlamentos autonómicos un número suficiente, o los pro-
puestos no cumplan los requisitos constitucionalmente exigidos o –más senci-
llamente– su designación se frustre por no alcanzar la mayoría requerida (FJ
9), no se alcanza a entender desde esta perspectiva crítica con la STC 49/2008
cómo puede esta posibilidad cohonestarse con el tenor literal del art. 16.1
LOTC: “[...] si esa obligación de velar por sus obligaciones puede llevar al Se-
nado a proponer candidatos propios, según se desprende de la interpretación
autorizada en el fundamento jurídico 14, in fine, es obvio que, al fin y al cabo,

234

1 J. L. Requejo Pagés, “Doctrina del Tribunal Constitucional durante el primer cuatrimestre de
2008”, Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 83, 2008, pág. 212.

2 Op. cit., pág. 213.
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la propuesta podría finalmente no hacerse «entre los candidatos presentados»
por los Parlamentos. Y tal interpretación es (también para los Magistrados dis-
crepantes) impracticable en el tenor del artículo 16.1 LOTC, que impone al
Senado la designación entre ciertos candidatos y sólo entre ellos”3.

En todo caso, cualquiera que sea la valoración que merezca esta STC
49/2008, lo cierto es que, una vez salvada la adecuación a la Constitución del
art. 16.1 LOTC, en buena medida la legitimidad constitucional del nuevo pro-
cedimiento de elección de los magistrados del Tribunal Constitucional se des-
plaza al mismo Reglamento del Senado. Pues, en efecto, el 21 de noviembre
de 2007, el Pleno de la Cámara Alta aprobó el artículo único de la Reforma del
Reglamento en cuya virtud se añadió un apartado 7 a su artículo 1844. Pues
bien, el nuevo artículo 184.7.a) del Reglamento del Senado dispone que el
Presidente del Senado comunicará a los Presidentes de las Asambleas Legisla-
tivas de las Comunidades Autónomas la apertura de un plazo para la presen-
tación de las candidaturas dentro del cual cada asamblea legislativa podrá pre-
sentar hasta dos candidatos, que deberán cumplir los requisitos exigidos por la
Constitución y las leyes para desempeñar el cargo. En cualquier caso, este art.
184.7.a) establece que resulta aplicable a este supuesto lo previsto en los apar-
tado 3 y 4 de dicho art. 187; de tal suerte que, si la Mesa del Senado entiende
que alguno de los candidatos propuestos no satisface los requisitos exigidos
por la Constitución y las leyes, ha de entenderse que el Parlamento autonómi-
co concernido podrá presentar un nuevo candidato en el plazo que establezca
la propia Mesa (apartado 4). Y de acuerdo con el art. 184.7.b): “La Comisión
de Nombramientos elevará al Pleno de la Cámara una propuesta con tantos
candidatos como puestos a cubrir, que deberán haber comparecido previa-
mente en la Comisión. Si no hubieran presentado en plazo candidaturas sufi-
cientes, la propuesta que se eleve al Pleno podrá incluir otros candidatos”.

Pues bien, también esta reforma del Reglamento del Senado fue impug-
nada ante el Tribunal Constitucional; y asimismo éste no apreció ninguna ta-
cha o motivo de inconstitucionalidad. Así es; en la STC 101/2008 el Tribunal
realizó un examen detenido del nuevo art. 184.7 del Reglamento para llegar
a tal conclusión, centrando su análisis en tres cuestiones específicas, a saber:
la presentación de candidaturas por los Parlamentos autonómicos, la elabora-
ción de la lista de candidatos por parte de la Comisión de Nombramientos a
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partir de la propuesta de aquéllos y, por último, la posibilidad de presentar
candidatos distintos a los sugeridos por las Asambleas de las Comunidades Au-
tónomas. Por lo que hace a la primera cuestión, la STC 101/2008 pretende en-
fatizar la exigencia de que sean las Comunidades Autónomas las que velen por
el cumplimiento de los requisitos que la Constitución impone para acceder al
cargo (jurista de reconocida competencia, pertenencia a determinadas cate-
gorías profesionales, obligatoriedad del ejercicio profesional durante un
período mínimo de tiempo –más de quince años–): “(...) la carga de acreditar
de forma indubitada que los candidatos cumplen los requisitos exigidos para
desempeñar el cargo –se afirma en el FJ 5– ha de pesar sobre aquellos que les
proponen, es decir, las Asambleas autonómicas”. Y continúa argumentando
más adelante a propósito de la remisión que hace el art. 184.7 RS a los apar-
tados 3 y 4: “Esta expresa remisión implica que sobre los Parlamentos autonó-
micos pesa una primera obligación, consistente en la carga de acreditar que
los candidatos presentados cumplen los requisitos exigidos por la Constitu-
ción y las leyes para desempeñar el cargo, obligación que trae aparejada la ne-
cesidad de exponer los méritos profesionales y demás circunstancias que indi-
quen, en opinión del proponente, la idoneidad de los candidatos presentados
para el puesto (art. 184.3 RS). Asimismo, y de acuerdo con el ya citado art.
184.4 RS, conlleva también la posibilidad de que la Mesa de la Cámara, previa,
en su caso, solicitud a la Comisión de Nombramientos de su criterio al res-
pecto, pueda decidir sobre la inadmisión de las candidaturas presentadas si
aprecia, en alguno de los candidatos propuestos, el incumplimiento de los re-
quisitos constitucional y legalmente exigibles, inadmisión que determinaría,
llegado el caso, la presentación, por los Parlamentos autonómicos, de nuevos
candidatos, en el plazo al efecto establecido por la Mesa del Senado, en apli-
cación de la previsión del art. 184.4 RS, al que expresamente remite el nuevo
apartado 7 a) añadido en la Reforma de dicho Reglamento objeto del pre-
sente proceso”.

Respecto de la segunda cuestión señalada, la STC 101/2008 se cuida de
destacar la obligación de que los candidatos comparezcan ante la Comisión de
Nombramientos: “Para cumplir con su concreto cometido se dispone, una vez
comprobado el cumplimiento de los requisitos exigidos por la Constitución y
las leyes para desempeñar el cargo (art. 185.3 RS), la necesaria comparecen-
cia de los candidatos, solicitándoles aclaraciones sobre cualquier extremo re-
lacionado con su trayectoria profesional o sus méritos personales (art. 185.4
RS), estableciéndose que la no comparecencia elimina la posibilidad de so-
meter la propuesta al Pleno. (...) En ese mismo sentido, el art. 106.2 LOTC dis-
pone la obligación de comparecencia de los candidatos, en los términos que
establezcan los Reglamentos de las Cámaras” (FJ 6). Pero, muy probablemen-
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te, la cuestión capital que tuvo que resolver la STC 101/2008 fue la de deter-
minar si la posibilidad de proponer al Pleno nuevos candidatos por parte de la
Comisión, sólo en el caso de que no haya “candidaturas suficientes” [art.
184.7.b) RS], era bastante para preservar la libertad de decisión última del Se-
nado. Y, de nuevo, la constitucionalidad del procedimiento se salva vía inter-
pretativa: “Llegados a este punto, hemos de señalar que tampoco puede ne-
garse que la referencia del precepto impugnado a la falta de candidatos «sufi-
cientes» es susceptible de ser interpretada en un sentido literal o meramente
numérico, esto es, relativo a la presentación por las instancias autonómicas de
candidatos bastantes en relación con los puestos a cubrir, pero también en
otro cualitativo o de mérito, de forma que, en este segundo sentido, solamen-
te serán consideradas suficientes las candidaturas de aquellas personas, sobre
las que pueda recaer el apoyo de la Cámara expuesto en la exigencia de que
obtengan el voto favorable de, al menos, tres quintos de los Senadores. En efec-
to, ha de repararse en que la referencia a la suficiencia de las candidaturas [art.
184.7.b) RS] se hace en un momento del procedimiento posterior a la admi-
sión de las presentadas por las Asambleas Legislativas (art. 184.4 RS) y, con-
cretamente, tras la comparecencia ante la Comisión de Nombramientos de los
candidatos admitidos. Es obvio que, llegados a ese punto, la única insuficien-
cia de candidaturas que puede darse es la causada por el resultado de las com-
parecencias, esto es, la provocada por el hecho de que los candidatos admiti-
dos por la Mesa no resulten, para la Comisión, acreedores de la confianza ins-
titucional del Senado, ante cuyo Pleno, por tanto, no se elevará una propues-
ta para su designación. La «suficiencia» es en ese caso también cuantitativa, pe-
ro la causa de tal insuficiencia no es la de no haberse presentado a la Mesa del
Senado candidaturas autonómicas en número bastante para los puestos a cu-
brir, sino la no aceptación de las candidaturas por la Comisión de Nombra-
mientos. «Candidaturas suficientes» es, por tanto, en este contexto, candida-
turas de mérito suficiente y en número bastante para proveer a las designacio-
nes que corresponda en cada caso realizar al Senado” (FJ 9). En fin, como se
abundaría más adelante en este mismo fundamento jurídico, con la compare-
cencia de los candidatos ante la Comisión de Nombramientos, se pretende que
ésta “se forme un criterio sobre la idoneidad de los candidatos, criterio que va
más allá del cumplimiento de los requisitos exigidos por la Constitución para
ser Magistrado (cuya concurrencia habrá verificado la Cámara antes de acor-
dar la comparecencia –art. 185.3 RS–) y que necesariamente ha de centrarse
en las circunstancias de mérito que, sobre la base de aquellos requisitos, per-
mitan a la Comisión establecer qué candidatos resultan susceptibles de mere-
cer la confianza institucional del Senado a fin de, una vez que éstos hayan com-
parecido ante la Comisión misma, incluirlos en la debida propuesta con tantos
candidatos como puestos a cubrir que ha de elevarse al Pleno”.
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Pero, en última instancia, la adecuación a la Constitución de la disposición
reglamentaria impugnada se fundamenta en que ésta puede interpretarse en un
sentido plenamente respetuoso con la capacidad decisoria final del Pleno del Se-
nado: “Finalmente, en coherencia con la libertad última de que goza la Cámara
en relación con el juicio de idoneidad que le merezcan las distintas candidaturas,
tampoco puede descartarse que sean los Senadores, en el acto final de elección
por el Pleno de la Cámara, los que, libremente y con voto secreto dentro de las
funciones senatoriales que personalmente les corresponden, decidan mediante
la mayoría reforzada constitucionalmente exigida, sobre la aceptación o, por el
contrario, rechacen constituir dicha mayoría, respecto a todos o alguno de los
candidatos seleccionados por la Comisión de Nombramientos de entre los pre-
viamente presentados en plazo por las Asambleas Legislativas de las Comunida-
des Autónomas, lo que igualmente habría de conducir a una nueva selección de
candidatos por la Comisión de Nombramientos para someterla al Pleno, esta vez
proponiendo candidaturas surgidas del propio seno de la Cámara. […] Así en-
tendido, el supuesto reglamentario se referiría no solamente a la inexistencia de
candidaturas en número suficiente en relación con los Magistrados a designar, si-
no también a la eventual inidoneidad de los candidatos presentados, entendido
esto último relativo no ya al incumplimiento de los requisitos formales sino al jui-
cio subjetivo que la Cámara, a través del procedimiento reglamentariamente pre-
visto, ha de formarse sobre los candidatos presentados y que se expresará en tér-
minos de aceptación o rechazo de los mismos” (STC 101/2008, FJ 9).

A la vista de la densidad de las argumentaciones a través de las cuales las
SSTC 49/2008 y 101/2008 vinieron a salvar, vía interpretativa, la pretendida
inconstitucionalidad de los artículos 16.1 LOTC y 184.7 RS, se hacen patentes
las enormes dificultades que han debido sortearse, desde el punto de vista de
la normativa estatal, para facilitar la participación de las Comunidades Autó-
nomas en el procedimiento de selección de magistrados del Tribunal Consti-
tucional. Pero, como adelantábamos al comienzo de estas páginas, también
fue necesario proceder a la remoción de algunos obstáculos en el seno de las
propias instituciones autonómicas. De entrada, y obviamente, porque ni la re-
forma de la LOTC ni la reforma del Reglamento del Senado contemplan cuál
es el procedimiento que ha de seguirse por los diferentes Parlamentos auto-
nómicos para la presentación de los candidatos, ni tampoco dice nada res-
pecto de la fórmula de sufragio en relación con las propuestas a realizar. Cues-
tiones éstas que debieron abordarse y resolverse normativamente por el Par-
lamento andaluz, recurriendo para ello al mecanismo previsto en el artículo
182.2 del Reglamento, en virtud del cual la Mesa, “contando con el acuerdo
de la Junta de Portavoces adoptado por mayoría al menos de tres quintos, dic-
tará las disposiciones complementarias a las que pudiera haber lugar”.
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Pues, en efecto, la Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 10 de sep-
tiembre de 2008, y contando con el acuerdo de la Junta de Portavoces adop-
tado por unanimidad, acordó dictar las “Disposiciones complementarias sobre
presentación por el Parlamento de Andalucía de candidatos a Magistrado o
Magistrada del Tribunal Constitucional a proponer por el Senado”5. De acuer-
do con su disposición segunda, se prevé que cada grupo parlamentario podrá
proponer de manera individual o conjunta hasta un máximo de dos candida-
tos, que obviamente habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos
en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Por su par-
te, es en la disposición tercera donde se precisa el concreto procedimiento a
seguir: “Las propuestas se presentarán en el plazo fijado por la Presidencia del
Parlamento de Andalucía, que no podrá ser superior a diez días contados des-
de el siguiente al de la recepción de la comunicación de la Presidencia del Se-
nado por la que se insta a este Parlamento a la presentación de las candidatu-
ras6. El correspondiente escrito, que se dirigirá a la Mesa de la Cámara, ex-
presará las circunstancias de los candidatos que permitan acreditar el cumpli-
miento de los requisitos legalmente exigidos y contendrá la declaración fir-
mada por aquellos de aceptación del cargo en el caso de producirse la desig-
nación”. Y en el caso de que las propuestas no puedan ser sometidas a la con-
sideración del Pleno por no acreditar el cumplimiento de los requisitos exigi-
dos, se prevé que la Mesa abra “un plazo no superior a cinco días para la sub-
sanación de los defectos apreciados”, y si éstos fuera insubsanables se permite
al grupo parlamentario afectado realizar nueva propuesta dentro del mismo
plazo.

Sin embargo, como es sabido, a raíz de la aprobación del nuevo Estatuto
de Autonomía, todo procedimiento de nombramiento que deba efectuar el
Parlamento se ve dificultado por la exigencia de “paridad” que requiere el
artículo 107 del Estatuto en los siguientes términos: “En los nombramientos y
designaciones de instituciones y órganos que corresponda efectuar al Parla-
mento de Andalucía regirá el principio de presencia equilibrada entre hom-
bres y mujeres”. Principio de “presencia equilibrada” que, ante la lógica au-
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6 Hay que tener presente que la disposición transitoria contempla alguna especialidad en ma-
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sencia en el Reglamento de la Cámara de un específico procedimiento al ob-
jeto, requirió para su aplicación efectiva que la Presidencia del Parlamento de
Andalucía aprobase el 28 de marzo de 2007 una resolución al amparo de lo
previsto en el artículo 29.2 del Reglamento7. Y a esta resolución se remite, co-
mo no podía ser de otra manera, la disposición tercera para resolver las con-
troversias que surjan al respecto: “[…] si las propuestas realizadas por los gru-
pos impiden de manera individual o en conjunto con el resto la consecución
del objetivo de la presencia equilibrada por sexos, se seguirá el procedimien-
to establecido en el apartado segundo, párrafo segundo, de la Resolución de
la Presidencia del Parlamento de Andalucía, de 28 de marzo de 2007, sobre
adecuación de los nombramientos y designaciones que efectúe el Parlamento
de Andalucía al principio de presencia equilibrada de hombres y mujeres”.

Y a esta Resolución debió, en efecto, acudirse en la práctica, habida cuen-
ta de que los dos principales grupos parlamentarios presentaron a dos hom-
bres como candidatos, quebrándose así el principio de “presencia equilibra-
da”8 reclamado por el art. 107 del nuevo Estatuto de Autonomía: mientras que
el Grupo Parlamentario socialista defendió la candidatura de Juan Carlos
Campo Moreno, vocal del Consejo General del Poder Judicial, el Grupo Po-
pular hizo otro tanto en relación con Enrique López, portavoz de dicho Con-
sejo. Ante la falta de paridad de las candidaturas presentadas, la Mesa acordó
actuar de acuerdo con lo previsto en el apartado segundo de la Resolución de
la Presidencia, de 28 de marzo de 2007: “En el supuesto de propuestas que im-
pidan, de manera individual o en conjunto con el resto, la consecución del ob-
jetivo de presencia equilibrada de hombres y mujeres en las instituciones u ór-
ganos de que se trate, la Mesa del Parlamento podrá suspender la tramitación
de las mismas hasta verificar, a la vista del resto de las propuestas que deban
presentarse, su adecuación a los criterios anteriormente indicados”. Así, pues,
la Mesa se inclinó por posponer veinticuatro horas la elección de los candida-
tos, por más que los representantes populares alegasen la inaplicabilidad de
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7 BOPA núm. 634, de 30 de marzo.

8 De acuerdo con la mencionada Resolución de la Presidencia, de 28 de marzo de 2007, sobre
la adecuación de los nombramientos y designaciones que efectúe el Parlamento de Andalucía al
principio de presencia equilibrada de hombres y mujeres: “Se entenderá por «presencia equili-
brada» aquella en la que, en el conjunto a que se refiera, el número de personas de cada sexo no
supere el 60% ni se encuentre representado en menos del 40%. […] Cuando el número total de
integrantes de la institución u órgano de que se trate, o de la parte que corresponda elegir al Par-
lamento, no permita respetar la referida proporción, la presencia de hombres y mujeres será lo
más cercana posible al equilibrio numérico” (Primero).
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dicha Resolución, por entender que, lejos de tratarse de una designación o un
nombramiento (sí sujetos a la regla de la paridad en virtud del art. 107 del Es-
tatuto), al Parlamento le correspondía únicamente realizar una “propuesta”,
lo que escapaba del ámbito de cobertura de dicho precepto estatutario. Como
ya sucediera con la elección de los adjuntos al Defensor del Pueblo, y previsi-
blemente volverá a suceder de forma recurrente en el futuro, las dos princi-
pales fuerzas parlamentarias entraron en conflicto por determinar cuál de
ellas había de afrontar la carga de la paridad. 

La forma en que se resolvió la presente controversia es bien conocida: Se
logró persuadir al Grupo Izquierda Unida para que presentase una mujer co-
mo candidata a Magistrada del Tribunal Constitucional, a saber, la abogada
Carmen Catalán Martínez, asesora del Ayuntamiento de Puerto Real9. A par-
tir de aquí, para la designación de los candidatos por el Pleno, se siguió el pro-
cedimiento previsto en el art. 92.1 y 2 del Reglamento, con las peculiaridades
establecidas en la disposición complementaria quinta: 

“a) La elección se efectuará mediante una única papeleta impresa por
una sola cara. En ella figurarán las candidaturas ordenadas por or-
den alfabético a partir de la inicial del primer apellido de los candi-
datos.

b) El nombre y apellidos de cada uno de los candidatos irá precedido
de un recuadro. El diputado o diputada marcará con una cruz un
único recuadro correspondiente al candidato o candidata a quien
otorga su voto.

c) Serán nulas las papeletas con tachaduras, así como aquellas en las
que se hubieran señalado más de un nombre o se hubieran incluido
nombres distintos a los propuestos por los grupos parlamentarios. Se
considerará voto en blanco la papeleta que no contenga indicación a
favor de ningún candidato o candidata.

d) Finalizada la votación y concluido el escrutinio por la Mesa, se hará
público el número de votos obtenidos por los distintos candidatos
por orden decreciente, resultando designados los dos candidatos que
hubieran obtenido mayor número de votos. En el caso de que ambos
candidatos fueran del mismo sexo, la segunda propuesta recaerá en
la siguiente persona más votada de sexo distinto a quien hubiera re-
sultado designada en primer lugar”.
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Y fue precisamente la aplicación de la última regla prevista en el aparta-
do d) la que permitió que, junto al candidato del Grupo socialista, fuese la del
Grupo Izquierda Unida la propuesta por el Parlamento andaluz, por más que
sólo fuese respaldada por los cinco parlamentarios de dicho grupo.

La procelosa puesta en marcha y aplicación de esta nueva vía de partici-
pación de las Comunidades Autónomas en la elección de magistrados del Tri-
bunal Constitucional no ha concluido, sin embargo, en el momento en que
debemos poner fin a esta crónica. De una parte, porque los senadores socia-
listas se han mostrado hasta la fecha absolutamente contrarios a secundar el
nombramiento de los dos únicos candidatos apoyados por el partido popular,
a saber, Francisco Hernando y Enrique López, a la sazón ex presidente y ex
portavoz del Consejo General de Poder Judicial, respectivamente. Y, de otro
lado, porque hay fundadas dudas de que algunos de los candidatos satisfagan
el requisito de tener más de quince años de ejercicio profesional, a la luz de
alguna decisión del Tribunal Supremo que excluye del cómputo los años pa-
sados en determinados servicios especiales. Aplicación estricta de esta línea ju-
risprudencial que excluiría a Enrique López, pero también al candidato apo-
yado por el Grupo parlamentario socialista en el Parlamento andaluz, asimis-
mo proveniente del Consejo General del Poder Judicial. 

Manuel Medina Guerrero
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